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PROYECTO DE ACTO LEGISLATIVO NO. ________ DE 2018 

“Por la cual se modifica el Acto Legislativo 01 de 2017 y se dictan otras 

disposiciones” 

El Congreso de la República de Colombia 

 

DECRETA: 

Artículo 1. Modifíquese el artículo transitorio 5 del Acto Legislativo 01 de 2017, 

el cual quedará así:  

Artículo transitorio 5°. Jurisdicción Especial para la Paz. La Jurisdicción Especial 

para la Paz (JEP) estará sujeta a un régimen legal propio, con autonomía 

administrativa, presupuestal y técnica; administrará justicia de manera transitoria 

y autónoma y conocerá de manera preferente sobre todas las demás jurisdicciones 

y de forma exclusiva de las conductas cometidas con anterioridad al 10 de 

diciembre de 2016, por causa, con ocasión o en relación directa o indirecta con el 

conflicto armado, por quienes participaron en el mismo, en especial respecto a 

conductas consideradas graves infracciones al Derecho Internacional Humanitario 

o graves violaciones de los Derechos Humanos, exceptuando todas los delitos de 

naturaleza sexual cometidos contra niños, niñas o adolescentes, consagrados  en 

el Título IV de la Ley 599 de 2000, de los cuáles conocerá de forma exclusiva la 

Jurisdicción Ordinaria. Sus objetivos son satisfacer el derecho de las víctimas a la 

justicia; ofrecer verdad a la sociedad colombiana; proteger los derechos de las 

víctimas; contribuir al logro de una paz estable y duradera; y adoptar decisiones 
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que otorguen plena seguridad jurídica a quienes participaron de manera directa o 

indirecta en el conflicto armado interno mediante la comisión de las mencionadas 

conductas. Respecto de los combatientes de los grupos armados al margen de la 

ley, el componente de justicia del Sistema solo se aplicará a quienes suscriban un 

acuerdo final de paz con el Gobierno Nacional. La pertenencia al grupo rebelde 

será determinada, previa entrega de listados por dicho grupo tras la 118gada a las 

Zonas Veredales Transitorias de Normalización (ZVNT) y a los Puntos Transitorios 

de Normalización (PTN), a través de un delegado expresamente designado par¡:¡ 

ello. Estas listas serán recibidas por el Gobierno Nacional de buena fe, de 

conformidad con el principio de confianza legítima, sin perjuicio de las 

verificaciones correspondientes. La JEP también ejercerá su competencia respecto 

de las personas que en providencias judiciales hayan sido condenados, procesadas 

o investigadas por la pertenencia a las FARC-EP, dictadas antes del 1 de diciembre 

de 2016, aunque no estuvieren en el listado de dicho grupo. En relación con los 

integrantes de organizaciones que suscriban acuerdos de paz con el Gobierno, el 

tratamiento especial de justicia se aplicará también respecto a conductas 

estrechamente vinculadas al proceso de dejación de armas desarrollado desde el 

primero de diciembre de 2016 hasta el momento en el que finalice el proceso de 

extracción de las armas por parte de Naciones Unidas, conforme a lo dispuesto en 

el Acuerdo Final. La ley definirá las conductas delictivas que se considerarán 

estrechamente vinculadas al proceso de dejación de armas conforme a lo 

establecido en el punto 5.1.2 del Acuerdo Final, y la JEP evaluará en cada caso ese 

vínculo de acuerdo con los parámetros trazados por esa ley.  

La ley reglamentará el tratamiento penal diferenciado a que se refiere el numeral 

4.1.3.4. del Acuerdo Final en lo relativo a la erradicación voluntaria de cultivos 
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ilícitos, y determinará, conforme a lo establecido en el Acuerdo Final, en qué casos 

y bajo qué circunstancias corresponde a la jurisdicción ordinaria la investigación y 

juzgamiento de los delitos de conservación y financiamiento de plantaciones 

(artículo 375 del Código Penal), tráfico, fabricación o porte de estupefacientes 

(artículo 376 del Código Penal) y destinación ilícita de muebles o inmuebles 

(artículo 377 del Código Penal) cometidos por las personas respecto de quienes la 

,JEP tendría competencia. 

Si con posterioridad a la entrada en vigencia de este ·Acto Legislativo y a la 

finalización del proceso de dejación de armas alguna de las personas sujetas a la 

jurisdicción de la JEP cometiera un nuevo delito, éste será de conocimiento de la 

justicia ordinaria. Adicionalmente, en esos casos la JEP evaluará si esta nueva 

conducta, cuando corresponda con las que serían de su competencia, implica un 

incumplimiento de las condiciones del Sistema, que amerite no aplicarle las 

sanciones propias o alternativas a las que tendría derecho por los delitos de 

competencia de la JEP, sino las ordinarias contempladas en la misma JEP, que 

deberán ser cumplidas en los sitios ordinarios de reclusión.  

Cuando se trate de delitos de ejecución permanente atribuibles a cualquiera de las 

personas sobre las que la JEP tiene competencia, cuya comisión haya comenzado 

antes del primero de diciembre de 2016, la JEP mantendrá su competencia respecto 

de ellos si con posterioridad a esa fecha no han cesado sus efectos, e inaplicará las 

sanciones propias y alternativas si concluye que se incumplieron las condiciones 

del Sistema. En todo caso, corresponderá a la Jurisdicción Ordinaria la 

investigación y juzgamiento de los delitos de que trata el libro segundo, capítulo 

quinto, título décimo del Código Penal, cuando ellos se cometan sobre bienes o 
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activos que no hayan sido incluidos en el inventario definitivo acordado y 

elaborado durante el tiempo que las FARC-EP permanezcan en las Zonas 

Veredales Transitorias de Normalización en el proceso de Dejación de Armas, y 

siempre que se hayan realizado actos de ejecución después de la entrega definitiva 

de ese inventario. 

Corresponderá a la Jurisdicción Ordinaria la investigación y juzgamiento de los 

delitos de que trata el libro segundo, capítulo quinto,  título décimo del Código 

Penal cuando ellos se cometan por no combatientes, financiadores o agentes del 

Estado respecto de bienes inmuebles que hayan sido adquiridos mediante despojo 

o abandono forzado, siempre que por parte de aquellos se hayan realizado actos de 

ejecución después de la entrada en vigencia del presente Acto Legislativo.  

Si respecto de uno de los casos previstos en los dos párrafos anteriores se planteara 

un conflicto de competencias, se aplicará el mecanismo de solución previsto en el 

artículo 9° transitorio de este Acto Legislativo. 

La JEP al adoptar sus resoluciones o sentencias hará una calificación jurídica 

propia del Sistema respecto a las conductas objeto del mismo, calificación que se 

basará en el Código Penal Colombiano y/o en las normas de Derecho Internacional 

en materia de Derechos Humanos (DIDH), Derecho Internacional Humanitario 

(DIH) o Derecho Penal Internacional (DPI), siempre con aplicación obligatoria del 

principio, de favorabilidad.  

Para acceder al tratamiento especial previsto en el componente de Justicia del 

Sistema Integral de Verdad, Justicia, Reparación y No Repetición (SIVJRNR) es 

necesario aportar verdad plena, reparar a las víctimas y garantizar la no repetición. 
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Aportar verdad plena significa relatar, cuando se disponga de los elementos para 

ello, de manera exhaustiva y detallada las conductas cometidas y las circunstancias 

de su comisión, así como las informaciones necesarias y suficientes para atribuir 

responsabilidades, para así garantizar la satisfacción de los derechos de las 

víctimas a la reparación y a la no repetición. El deber de aportar verdad no implica 

la obligación de aceptar responsabilidades. Quien aporte de manera dolosa 

información falsa, o incumpla cualquiera de las condiciones del Sistema, perderá el 

tratamiento especial de justicia.  

La ley regulará entre otros los principios, organización, competencias entre ellas 

por el factor personal, procedimientos, participación de las víctimas y régimen de 

sanciones conforme a lo definido en el Acuerdo de Jurisdicción Especial para la 

Paz. 

Parágrafo 1°. La creación y el funcionamiento de la Jurisdicción Especial para la 

Paz no modificarán las normas vigentes aplicables a las personas que hayan 

ejercido la Presidencia de la República, de conformidad con lo establecido en el 

artículo 174 de la Constitución Política de Colombia. En caso de que ante la JEP 

obre una información que comprometa a una persona que haya ejercido la 

Presidencia de la República, dicha información se remitirá a la Cámara de 

Representantes para lo de su competencia, remisión que se efectuará en el 

momento que se considere adecuado por la JEP, después de haber realizado las 

verificaciones pertinentes.  

Parágrafo 2°, Con el fin de garantizar el funcionamiento y la autonomía 

administrativa, presupuestal y técnica de la jurisdicción especial para la paz, el 
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Secretario Ejecutivo y el Presidente o la instancia de gobierno de la JEP que los 

magistrados pe la misma definan, ejercerán de manera exclusiva, y solo durante el 

tiempo de vigencia de la misma, todas las funciones asignadas a la Sala 

Administrativa del Consejo Superior de la Judicatura establecidas en el Acto 

Legislativo 02 2015 Yen la ley 270 de 1996 respecto al gobierno y administración de 

esta Jurisdicción. 

Artículo 2. Modifíquese el artículo transitorio 23 del Acto Legislativo 01 de 2017, 

el cual quedará así: 

Artículo transitorio 23°. Competencia de la Jurisdicción Especial para la Paz. La 

Jurisdicción Especial para la Paz tendrá competencia sobre los delitos cometidos 

por causa, con ocasión o en relación directa o indirecta con el conflicto armado y 

sin ánimo de obtener enriquecimiento personal ilícito, o en caso de que existiera, 

sin ser este la causa determinante de la conducta delictiva. Para el efecto se tendrán 

en cuenta los siguientes criterios:  

a. Que el conflicto armado haya sido la causa directa o indirecta de la comisión 

de la conducta punible o, 

b. Que la existencia del conflicto armado haya influido en el autor, partícipe o 

encubridor de la conducta punible cometida por causa, con ocasión o en 

relación directa o indirecta con el conflicto, en cuanto a:  

• Su capacidad para cometerla, es decir, a que por razón del conflicto 

armado el perpetrador haya adquirido habilidades mayores que le sirvieron 

para ejecutar la conducta.  
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• Su decisión para cometerla, es decir, a la resolución o disposición del 

individuo para cometerla.  

• La manera en que fue cometida, es decir, a que, producto del conflicto 

armado, el perpetrador de la conducta haya tenido la oportunidad de contar 

con medios que le sirvieron para consumarla.  

• La selección del objetivo que se proponía alcanzar con la comisión del 

delito. 

Parágrafo: Los delitos sexuales cometidos contra niños, niñas o 

adolescentes, consagrados  en el Título IV de la Ley 599 de 2000, en 

ningún caso serán considerados conexos al delito político.  

Artículo 3. Vigencia. Esta ley rige a partir de la fecha de su publicación y derogara 

todas las disposiciones que le sean contrarias.  

 

Cordialmente, 

 

Álvaro Uribe Vélez 

Senador de la República 

 Paloma Valencia-Laserna 

Senadora de la República 

 

 



 
 

8 
 

EXPOSICIÓN DE MOTIVOS 

PROYECTO DE ACTO LEGISLATIVO NO. ________ DE 2018 

“Por la cual se modifica el Acto Legislativo 01 de 2017 y se dictan otras 

disposiciones” 

El artículo 44 de la Constitución Política de Colombia consagra, entre otras cosas, el 
derecho fundamental de los niños a la integridad física, a la salud, a tener una 
familia y no ser separados de ella, y la obligación de protegerlos contra toda forma 
de abandono, violencia física o moral, secuestro, venta, abuso sexual, explotación 
laboral o económica y trabajos riesgosos. La Carta Política y la jurisprudencia 
constitucional han destacado la naturaleza prevalente de los derechos de los 
menores sobre los derechos de los demás, así como la obligación de la familia, la 
sociedad y el Estado de asistirlos y protegerlos.  

En el mismo sentido, el Código de la Infancia y de la Adolescencia, Ley 1098 de 
2006, dispuso el derecho de los niños, las niñas y los adolescentes a ser protegidos 
contra el reclutamiento y la utilización de los niños por parte de los grupos 
armados organizados al margen de la ley (Art. 20 numeral 7) y la obligación del 
Estado de investigar y sancionar severamente los delitos en los cuales los niños, las 
niñas y las adolescentes son víctimas, y garantizar la reparación del daño y el 
restablecimiento de sus derechos vulnerados, así como protegerlos contra la 
vinculación y el reclutamiento en grupos armados al margen de la ley (Art. 41 
numeral 6 y 30).  

Dichos preceptos se encuentran armónicamente complementados por los tratados 
internacionales ratificados por Colombia, tales como la Convención sobre los 
Derechos del Niño1, que estableció el interés superior de los niños en todas las 
medidas adoptadas por las instituciones públicas o privadas de bienestar social, los 
tribunales, las autoridades administrativas o los órganos legislativos (Art. 3) y 
además consagró el deber del Estado de proteger a los menores contra toda forma 
de abuso o violencia sexual (Art. 34). En el mismo sentido se encuentra la 
Declaración de los Derechos del Niño, proclamada por la Asamblea General de las 
                                                           
1
 Adoptada por la Asamblea General de las Naciones Unidas del 20 de noviembre de 1989 y 

aprobada por el Congreso mediante la Ley 12 de 1991.  
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Naciones Unidas2, que exige la obligación de garantizar especial protección de los 
niños, cuyos derechos prevalecen inclusive sobre los derechos de los demás. De 
otra parte, el Estatuto de Roma tipifica como crímenes de guerra conductas 
como reclutar o alistar niños menores de 15 años en las fuerzas armadas, 
o utilizarlos para participar activamente en hostilidades (Art. 8). 

Por tanto surge la inminente necesidad de establecer que los delitos políticos, en 
especial la rebelión, no puedan bajo ningún supuesto considerarse en conexidad al 
acceso carnal violento y cualquier otra forma de violencia sexual, motivo que 
sustenta esta iniciativa legislativa.  

 

Cordialmente, 

 

 

Álvaro Uribe Vélez                                                       Paloma Valencia-Laserna 

Senador de la República                                              Senadora de la República

                                                           

2
 Resolución 1368 (XIV) del 20 de noviembre de 1959.  
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